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El Ministro de Asuntos EJHeriores.<' FR-\'\CI5CO FERN,-\NDEZ ORDOÑEZ

Dado en Madrid a 8 de noviembre de 1990.

JUAN CARLOS R.

.

71

4. No obstante lo establecido en el párrafo 3 a), el presente
Convenio será de aplicación a las sentencias relativas a las obligaciones
de prestación de alImentos.

ARTiCULO 2

La sentencia dictada por un Tribunal de origen sólo podrá recono~

cerse O ejecutarse:

1) siel;Tribunal de origen se considera competente de confonnidad
con lo establecido en el artículo 3;

2) si contra la sentencia no cabe ya recurso ordinario alguno en el
país del Tribunal de origen; sin embargo, en asuntos de alimentos,
también podrán ejecutarse las sentencias o resoluciones provisionales,

3) en el supuesto de solicitud de ejecución, si la sentencia es
ejecutable en el Estado del Tribunal de origen.

ARTiCULO 3

Se entenderá que el Tribunal de origen es competente a los efectos
de reconocimiento o ejecución de una sentencia, en cualquiera de los
supuestos siguientes:

a) cuando el demandado o, si hubiere varios, en el momento de la
iniciación de litigio tuvieren su domicilio o residencia habitual en el
Estado del Tribunal de origen, o tratándose de personas jurídicas.
tuvieren en aquél su sede social. su lugar de constitución o su
establecimiento principal;

b) cuando, en el momento de la iniciación del litigio, el demandado
tuviera un establecimiento mercantil, industrial u otro tipo de negocio,
o una filial o agencia, en el Estado del Tribunal de origen, y el litigio se
refiriera a un conflicto derivado de las operaciones de tal estableci­
miento, filial o agencia;

e) cuando el litigio tuviera por objeto la solución de un conflicto
relativo a derechos reales inmobiliarios y arrendamientos de inmuebles.
situados en el territorio del Estado del Tribunal de origen;

d) cuando tratándose de un litigio relativo a una indemnización
por muerte. lesiones o daños, el hecho dañoso causante o la conducta del
demandado tuvieran lugar en el Estado del Tribunal de origen;

e) cuando en el momento de iniciación del litigio, en una acción de
alimentos, el domicilio o la residencia habitual del acreedor de alimenM
tos estuviese en el Estado del Tribunal de origen, o cuando el litigio de
alimentos fuera subsidiario de otro que estuviera sustanciándose ante el
Tribunal de origen en relación con el estado civil de una persona y en
el que dicho Tribunal fuera jurisdiccionalmente competente;

f) cuando en un litigio incoado por persona ase~urada o por un
tercero contra un asegurador, el domicilio O residenCia habitual de la
persona asegurada o del tercero estuviera situado en el Estado del
Tribunal de origen en el momento de la iniciación del litigio, o, eh los
casos. de seguros de responsabilidad o seguros sobre propiedad inmobiM
liaria, cuando el hecho dañoso se hubiera producido en aquel Estado;

g) cuando, ,en un litigio relativo a un contrato de suministro de
bienes o servicios para uso personal, familiar o doméstico, o de crédito
para la financiación de esOS bienes o servicios, el domicilio o residencia
habitual del consumidor estuviera. en el momento de la iniciación del
litigio. en el Estado del Tribunal de origen;

h) cuando, en un litigio civil de indemnización. basado en un
hecho que diera lugar a la incoación de procedimiento penal, el Tribunal
competente penalmente lo fuera también para entender de la acción
civil'

i) cuando, en un litigio reconvencional, el Tribunal de origen
hubiera sido competente para entender de la causa como demanda
principal, de conformidad con lo establecido en los párrafos anteriores,
o cuando fuera competente para entender del litigio principal y la
reconvención derivara del contrato o de los hechos en que se basara la
demanda principal;

j) cuando el demandado ante el Tribunal de origen se sometiera a
la jurisdicción de éste, mediante comparecencia voluntaria en el litigio
y por razones distintas de las de impugnar o negar la competencia
jurisdiccional del Tribunal, para proteger o liberar la propiedad embar·
gada o amenazada de embargo. o solicitar que el conflicto se someta a
decisión arbitral o a la de los Tribunales de otro pais.

k) cuando las partes acordaran por escrito. o en forma oral
confirmada por escrito. someter a la jurisdicción del Tribunal de origen
cualquier discrepancia surgida o que pudiera surgir en conexión con la
relación jurídica de que se trate,

Jueves 3 enero 1991

Disposiciones generales1.

JUAN CARLOS 1
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IlVSTRlJAfENTO de Ratificación del Convenio entre el"
Reino de España y el Estado de Israel para el mutuo
reconocimiento y la ejecución de sentencias en materia civil
.r mercantil, hecho en Jerusalem el 30 de mayo de 1989.

JEFATURA DEL ESTADO

ARTÍCULO 1

-"- 1. Las sentencias dictadas. en materia civil y mercantil, por los
;:Tribunales de una de las Partes Contratantes, se reconocerán y ejecuta­
,.rán en el territorio de la otra Parte Contratante, con independencia de
';'Ia naturaleza del órgano jurisdiccional, con sujeción a las condiciones

que se establecen en el presente Convenio.
2. A los efectos del presente Convenio, se entenderá por:

. «sentencia». cualquier resolución de los Tribunales, sea cual fuere su
,"·denominación. incluyendo decisiones, decretos. órdenes y transacciones
.judiciales.

(~Tribunal de origen», el Tribunal que dictara, en uno de los Estados
,~Contratantes, la sentencia cuyo reconocimiento o ejecución se solicita
" del otro Estado Contratante.
:-: (Estado destinatario)), el Estado de quien se solicita el reco~oci­
'. miento o la ejecución de la sentencia dictada por el Tribunal de ongen.

1, 3. El presente Convenio no será de aplicación a las sentencias
. dictadás en cualquiera de las materias siguientes:

~; a) estado o cap~cidad juridica de las personas fisicas, derecho ?e
" familia. incluidas cuestiones de propiedad derivadas de matrimomo,
~ testamento y sucesiones;
, b) quiebra, procedimientos de liquid:.lción de Sociedades u otras

'.:personas juridicas insolventes. convenios entre el quebrado y los
"acreedores y procedimientos análogos;
" c) Seguridad Social;
i" d) arbitraje; .
._ e) resarcimiento de impuestos u otras cargas de naturaleza simtlar,
;lO de multas u otras sanciones pecuniarias, o aspectos relacionados con
~ la AdministracIón Pública, v

f) indemnizaciones de daños y perjuicios causados por la energía
~ nuclear.

>CONVE:"IO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y EL ESTADO DE
,"ISR.-I.EL PARA EL MUTUO RECONOCIMIENTO Y LA EJECU­
';CION DE SENTENCIAS EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL

El Reino de Espana y el Estado de Israel, deseando el mutuo
1-: reconocimiento y la ejecución de sentencias en materia civil y mercantil,
'~, acuerdan lo siguiente:

" ..
;,

Por cuanto el día 30 de mayo de 1989, el Plenipotenciario de España
:flrmo en Jerusalén. Juntamente con el Plenipotenciario de Israel.

'~···nombrados en buena y debida forma al efecto, el Convenio entre el
. ;'Reino de España y el Estado de Israel para el mutuo reconocimiento y
'.~·la ejecución de sentencias en materia civil y mercantil,
.;; r'isras i' examinados los diez artículos del Convenio.
" Concedida por las Cortes Generales la autorización prevista en el
~'artículo 94.1 de la Constüucón, -
~: J'engo en aprobar y ratificar cuanto en él se dispone, como en virtud
;~;del presente 10 apruebo y ratifico, prometiendo cumplirlo, observarlo y
e:' hacer que se cumpla y observe puntualmente en todas sus partes, a cuyo
:"fin. para su mayor validación y firmeza Mando expedir este Instrumento
~~'~de Ratificación firmado por Mí, debidamente sellado y refrendado por
'~: el infrascrito Ministro de Asuntos Exteriores.
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Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 17 de diciembre de 1990.-EI Secretario general Técnico, ~.'~

Javier Jiménez-Ugarte.

Hecho en Jerusalem, el 30 de mayo de .1989, que corresponde al día}
25 de Iyar de 5749, en doble ejemplar y en los idiomas hebreo, español'~
e inglés, siendo los tres textos igualmente auténticos. ~

El presente Convenio entrará en vigor el 13 de enero de 1991, treinta~
días después de haberse producido el intercambio de los Instrumentos':;
de Ratificación, según se establece en su artículo 9. Dicho intercambio ~

se efectuó en Madrid el día 14 de diciembre de 1990. .

ARTIcULO 4

Sólo podrá denegarse el reconocimiento o la ejecución en cualquiera
de los .iiiguientes supuestos: ~

l. cuando el Tribunal de origen no resultara competente de
conformidad con lo establecido en el artículo 3.

2. cuando el reconocimiento o la ejecución fuera contrario al orden
publico del Estado destinataro, o atentara contra la soberanía o la
se~uridad de ese Estado. o cuando la sentencia hubiera recaido en un
litlgio incompatible con las exigencias de un procedimiento judicial
justo. o cuando cualquiera de las partes se hubiera encontrado en
situación de indefensión.

3. cuando la sentencia del Tribunal de origen resulta incompatible
con una regla de competencia exclusiva del' Estado destinatario.

4. cuando la sentencia se hubiera obtenido fraudulentamente.
5. cuando un litigio entre las mismas partes y basado en la misma

causa:

Por el Reino de España,
Enrique Múgica Herzog

Ministro de Justicia

Por el Estado de Israel,
Moshe Arens

Ministro de Asuntos Exteriores

.,

a) estuviera pendiente de la resolución de un Tribunal del Estado
destinatario y ese litigio se ha iniciado con anterioridad, o

b) se hubiera dictado una sentencia por un Tribunal del Estado
destinatario. o

e) se hubiera dictado una sentencia por un Tribunal de otro Estado,
que fuera competente para el reconocimiento o la ejecución según la
legislación del Estado destinatario.

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

..
"60 REAL DECRETO 1684/1990. de 20 de diciembre, por eli':

que se aprueba el Reglamento General de Recaudación. .'.
i{
..!

El anterior Reglamento General de Recaudación fue aprobado por~'
Decreto 3154/1968, de 14 de, noviembre. Si es perta que el J?8so del~
veintidós años sobre cualquier norma puede producir un envejeCImiento:?
de la misma, ello es especialmente aplicable alas ·que regulan los·~
procedimientos de la Administración financiera española, pu~s es...;
evidente que la de 1968 es muy distinta, cuantitativa y cualitativa<.
mente, de la actual, como lo es la realidad social en que se inserta. 'f

Al citar los hechos más relevantes para la Hacienda Públi~ de esta \...:
nueva realidad social, surge en primer lugar la Constitución Española, .t~
diez años posterior al Reglamento que ahora se deroga, la cual crea una.;~
nueva organización territorial del Estado que incide claramente en el t:~
ámbito de aplicación de este Reglamento. No menos importante es el~1
establecimiento en la propia Constitución de una serie de principios-~
presupuestarios y tributarios que deben tener reflejo en toda!a nonna-l~
tiva que regula la actividad financiera del Estado. .~;

En otros órdenes, cabe resaltar la integración de España en las::
Comunidades Europeas, la evolución de la sociedad hacia un predomi-::;

f,,

','

r:
MINISTERIO

DE ECONOMIA y HACIENDA

59 ENTRADA envigar del'Canje' de Cartas defeehas 9 de~
agosto y 31 de octubre de 1989, constitutivo de Acuerdo;
entre Espaila Ji Suiza sobre el tratamiento administrativo:'

. aplicable a sus respectivos nacionales des¡ndsde una~
residencia regular e ,ininterrumpida durante cinco años en::
el territorio del otro Estado, publicada su aplicación provi-.~
sionaJ en el-«Boletfn Oficial del Estado» número 17 de;'".
fecha 19 de enero de 1990. ' ~

El, Cal\je de Cartas de fechas 9 de. agosto r 31 de oetubre'de 1989if.
constitutIvo de Acuerdo entre Espana y SUIZa sobre el tratamlentc"~~
administrativo aplicable a sus respectivos nacionales' después' de una:~;
residencia regular e ininterrumpida durante cinco años en el territorio\
del otro Estado, entró en vigor el 26 de noviembre de 1990, fecha de la~\.
recepción de la última de las notificaciones cruzadas entre las Partes~.'
comunicándose recíprocamente el cumplimiento de sus respectivost
requisitos constitucionales, según se establece en el texto de las Notas.r

Lo que se hace público para conocimiento general, completando aSi;
la publicación efectuada en el «Boletín Oficial del Estado» número 17,~:
de 19 de enero de 1990. ~J

Madrid, 17 de diciembre de 1990.-EI Secretario general Técnico, ,j
Javier Jiménez-Ugarte. jo'

ARTicUI;O ':

El presente Convenio será ,aplicable a las sentencias dietadas con
posterioridad a su entrada en vigor, incluso si la acción se hubiese
ejercitado con ante~oridad. '

ARTIcULO 8

.Cualquier'co~flic~~ que, pudiera suscita~en relación con la interpre.
t~clón ~. la apllcaclOn del presente Convenio se resolverá por vía
dlplomauca.

AR.TICULO 9

El presente Convenio se someterá a la ratificación de -los' Estados
Contratantes y entrará en vigor a los treinta días de haberse producido
el intercambio de los instrumentos de ratificación.

ARTiCULO 10

Cualquiera de los Estados Contratantes podrá proceder a la resolu­
ción del presente Convenio mediante notificación por escrito y por vía
diplomática al otro Estado Contratante de su voluntad de hacerlo. El
Convenio quedará resuelto al término de seis meses a contar desde la
fecha de la notificación. No obstante, las 'solicitudes de reconocimiento
y ejecución ya presentadas se continuarán regulando por el presente
Convenio. _

ARTiCULO 6

Sin peIJUICIO de lo que sea necesario para la aplicación de los
artículos precentes, el Tribunal del Estado destinatario no procederá a
ningún examen del fondo de la sentencia dictada por el Tribunal' de
origen.

ARTicULO 5

1. El procedimiento para la solicitud de-ejecución o 'reConocimiento
de una sentencia se regulará por la legislación' del Estado destinatario.

2. La solicitud de ejecución o reconocimiento de una sentencia
española en Israel se presentará en cualquier Tribunal de 'Israel. La
solicitud de ejecución' o reconocimieQ;to de una sentencia de Israel en
España se presentará en el Juzgado de Primera Instancia competente.

...- Deberá ir acompañada de:

a) copia autentificada de la sentencia dictada por el Tribunal de
origen;

b) declaración en la que se haga constar que la sentencia fue dietada
por un Tribunal competente del Estado de origen ya que no cabe
posibilidad de recurso y que es ejecutable en el Estado de origen;

c) traducción de los documentos mencionados, al hebreo, o al
español según los casos, certificada por un traductor o por un funciona­
rio diplomático o consular de cualquiera de los Estados contratantes,

d) si se trata de una -senténcia en rebeldía, el original o una copia
certificada conforme 9-e los docu1?1entos en la' que se acredite que la
demanda ha sido notific:ada regularmente al demandado rebelde.

3. No se· exigirá legalización ni formalidad análoga alguna.


